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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE
Pereira, …. de mayo de dos mil nueve
Acta número … del … de mayo de 2009
Procede la Sala de plano como lo prevé el artículo el artículo 117 del Código Procesal del Trabajo y Seguridad Social, a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de esta ciudad, el 17 de marzo último, dentro del Proceso Especial de Fuero Sindical -Desafuero- promovido por la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino contra Ana Yermania Velásquez Vera.
El proyecto que presentó el Magistrado Ponente fue discutido y aprobado, tal como consta en el acta arriba citada, y en él se reseñan estos

ANTECEDENTES

Pretende la entidad demandante se le conceda permiso para despedir a la demandada, empleada pública amparada con fuero sindical, quien actualmente ostenta el cargo de Auxiliar de Servicios Asistenciales de su planta de personal, para lo cual invoca como justa causa su supresión y liquidación (Art. 410, literal a del C.S.T.), ordenada por el Gobierno Nacional por medio del Decreto 452 de febrero 15 de 2008, y la supresión del cargo de la accionada, mediante el Decreto 4280 del 11 de noviembre de la misma anualidad.

Las peticiones se apoyan en los hechos que procedemos a sintetizar:

El Gobierno Nacional, por medio del Decreto Ley 1750 de 2003, artículo 1°, dispuso la escisión del Instituto de Seguros Sociales, la Vicepresidencia de Prestación de Servicios de Salud, todas las clínicas y todos los Centros de Atención Ambulatoria, creando en su artículo 2° diferentes Empresas Sociales del Estado, entre ellas la Rita Arango Álvarez del Pino; en los artículos 16 y siguientes del Decreto en cita, se reguló el régimen de los empleados y trabajadores provenientes del escindido Instituto de Seguros Sociales y se dispuso que entraran a hacer parte de la planta de cargos de la E.S.E. accionante, prescribiéndose que esos servidores serían empleados públicos, salvo los que sin ser directivos desempeñaran funciones de mantenimiento de la planta física hospitalaria y de servicios generales, quienes serían trabajadores oficiales; en el mencionado grupo de servidores provenientes del ISS se encuentra la demandada, quien ostenta la calidad de empleada pública en el cargo de Auxiliar de Servicios Asistenciales, miembro del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Seguridad Social “SINTRASEGURIDADSOCIAL”, en su calidad de Secretaria de la junta directiva. Mediante decreto 452 del 15 de febrero de 2008 se ordenó la supresión y liquidación de la E.S.E. accionante y en su Capitulo II, se designó como liquidador a Fiduagraria S.A., quien estaba en la obligación de elaborar un programa de supresión de cargos en la empresa en liquidación, lo cual se materializó con la expedición del Decreto 4280 del 11 de noviembre de 2008, el que ordenó la supresión del cargo de la demandada, norma que fue expedida de conformidad con las disposiciones vigentes para la modificación de las plantas de personal de las entidades de la Rama Ejecutiva, artículos 189 numeral 15 de la Constitución Política, 115 de la Ley 489 de 1998, Ley 909 de 2004 y su Decreto Reglamentario 785 de 2005. Fuera de la situación hasta acá planteada, la totalidad de los cargos de la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino en Liquidación fueron suprimidos por el mencionado Decreto 4280, publicado en el Diario Oficial 47171 del 12 de noviembre de 2008, fecha en la cual empezó a contarse el término prescriptivo de dos (2) meses de que dispone el empleador, conforme al artículo 118 A del C.P.T.S.S., para instaurar la demanda de levantamiento de fuero sindical de los servidores aforados. 

La demanda se admitió mediante auto del 20 de noviembre de 2008, fl. 59, ordenándose la notificación y traslado al demandado y al representante legal del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Seguridad Social “SINTRASEGURIDADSOCIAL”.

Dentro de la audiencia especial prevista en el artículo 114 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, fl. 66, la accionada presentó respuesta a la acción, fls. 67-77, pronunciándose respecto a los hechos, oponiéndose a las pretensiones, proponiendo como excepciones previas las de Indebida representación del demandado y Prescripción, y de fondo la que denominó Falta de objeto de la acción de levantamiento de la protección foral. 

En la mencionada diligencia, al haberse negado la práctica de una inspección judicial, interpuso recurso de apelación el procurador del demandado, siendo confirmada la decisión de la a quo por esta Sala, fls. 126-133.
Instruido en lo posible el debate se profirió sentencia el 17 de marzo de este año, mediante la cual se accede a las pretensiones de la demanda y se concede a la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino permiso para despedir a la trabajadora aforada; consideró para ello que estaba debidamente configurada la causa legal de terminación de la relación legal y reglamentaria existente entre las partes, siendo ello producto de una decisión del Gobierno central, en uso de la facultades que tiene para determinar su planta de personal; por lo tanto, al demostrarse la causa para la supresión del cargo de la aforada, es viable levantar esa protección a la servidora pública. 

No estuvo de acuerdo el abogado de la demandada con la decisión anterior y en tiempo oportuno propuso y sustentó el recurso de apelación, fls. 147-149. Manifiesta que el Decreto 4280 del 11 de noviembre de 2008 en su artículo 2° suprimió el cargo de AuxiliaSolicita se revoque la sentencia de primera instancia y en su lugar se niegue el permiso para despedir a su prohijada; para ello sostiene que las razones aducidas por la E.S.E. no encuadran dentro de las justas causas establecidas en la ley para autorizar el despido del trabajador aforado, cita jurisprudencia de la Corte Constitucional.

CONSIDERACIONES

Existe certeza de que Luis Alfonso Arbelaez Pinzón se vinculó con la E.S.E Rita Arango Álvarez del Pino como odontólogo, código 2087 desde el 26 de junio de 2003. La naturaleza jurídica de su cargo lo convierte en empleado público, tal como lo dedujo la juez; además, el artículo 195 de la Ley 100 de 1993 ordinal 5º, en relación con las personas que prestan sus servicios en las Empresas Sociales del Estado como lo es la Rita Arango Álvarez del Pino:  “Las personas vinculadas a la empresa tendrán el carácter de empleados públicos y trabajadores oficiales, conforme a las reglas del Capitulo IV de la Ley 10 de 1990” y esta normatividad a su vez preceptúa en el parágrafo del artículo 26: “Son trabajadores oficiales, quienes desempeñen cargos no directivos destinados al mantenimiento de la planta física hospitalaria, o de servicios generales, en las mismas instituciones”. Si el cargo del demandado no se asimila a ninguno de los anteriores, la conclusión obligatoria es que, se repite, Luis Alfonso Arbelaez Pinzón, es empleado público. Condición que además no mereció reproche por el al ser declarado así en primera instancia.

También se tiene acreditado que el demandado pertenece a la Junta Directiva de la Asociación Odontológica Sindical Colombiana Comité Seccional de ASDOAS Risaralda en calidad de presidente (Resolución 591 del 20 de agosto de 2008, fls. 13 y 14) y por lo tanto goza de la garantía foral.

Siendo el fuero sindical un beneficio constitucional y legalmente previsto en favor de algunos trabajadores sindicalizados, como mecanismo de protección de los derechos de asociación y libertad sindical, para quienes detentan la calidad de fundadores de la asociación con los límites que señala el artículo 12 de la Ley 584 de 2000, que modificó el 406 del C. S. T., así como para quienes ingresen con anterioridad a la inscripción en el registro respectivo, con iguales límites temporales; los miembros de la junta directiva y subdirectiva del sindicato, federación o confederación, en los casos y plazos determinados en el literal c) ibídem; dos de los miembros de la comisión estatutaria de reclamos en la forma referida por el literal d) ídem y dos miembros de los comités seccionales. Sin embargo, el resguardo que consagra el inciso 4º del artículo 39 de la Carta Política no puede tener carácter absoluto e inmodificable, entendido al extremo de que el contrato o la relación de trabajo de la persona que de ella goza por ostentar una de las calidades citadas atrás, no puede darse por terminado cuando ocurra una de las justas causas previstas para el efecto. 

El objeto del amparo supralegal de que se habla no es otro que permitir el desarrollo de las actividades sindicales sin el apremio para el trabajador de que por ese solo hecho pueda ser despedido, trasladado o desmejorado en sus condiciones de trabajo, pero no se extiende a la inmunidad total frente al posible finiquito de la relación laboral cuando surja un motivo que lo justifique.

De otro lado, como el interés privado debe ceder al interés público, es perfectamente admisible que para la modernización del Estado y la búsqueda de mayor eficiencia y racionalización del gasto público, se prescriban, con apego a la normatividad vigente, reestructuraciones de entidades oficiales que impliquen supresión de empleos de carácter público, sin que la mera existencia de un fuero sindical en alguno de los trabajadores que resultaren afectados pueda ser motivo suficiente para obstaculizar la reforma.

En este orden de ideas se tiene que la Ley 909 de 2004, que derogó la 443 de 1998, fija como motivo de retiro del servicio en su artículo 41 la supresión del empleo, quedando como preliminar la opción de recibir la indemnización legalmente predeterminada o la incorporación en empleo equivalente, artículo 44; de igual forma lo prevé el Decreto Reglamentario 1227 de 2005. Entre tanto, los artículos 95 y 96 de esta última reglamentación establecen que las modificaciones de las plantas de personal de las entidades de la Rama Ejecutiva Nacional y Territorial deben motivarse expresamente y fundarse en las necesidades del servicio o razones que propendan por la modernización de la institución, soportadas en estudios técnicos que así lo demuestren.    

Fue así como el Ministerio de la Protección Social expidió el Decreto 4280 del 11 de noviembre de 2008, fls. 61-65, por medio del cual se aprobó la modificación de la planta de personal de la E.S.E. accionante, con la consecuente supresión de algunos cargos de su planta de personal de la y se dictaron otras disposiciones.

El Decreto anterior fue expedido, tal como se expresa en su parte considerativa, con la debida justificación técnica de que trata el artículo 46 de la Ley 909 de 2004, después de haber obtenido concepto técnico favorable de parte del Departamento Administrativo de la Función Pública y con el otorgamiento de viabilidad presupuestal por parte de la Dirección General de Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para dicha modificación. 

Justamente dentro de los cargos cuya supresión se sugirió se encuentra el de odontólogo  Código 2087 ocupado por el señor Luis Alfonso Arbelaez Pinzón, a quien no se le ha retirado del servicio precisamente por encontrarse amparado por el fuero sindical, tal como se dispuso en el Decreto 4280 de 2008 “por el cual se aprueba la modificación de la planta de personal de la Empresa Social del Estado Rita Arango Álvarez del Pino en liquidación”, fls. 61 a 65.

Todo lo anterior permite deducir que infundadas resultan las apreciaciones del apelante en cuanto a la inexistencia de la justa causa para dar por terminada la relación legal y reglamentaria que une a las partes porque, como ya se vio, la supresión de un cargo, aunque no constituye una justa causa, sí es una causal legal para terminar dicho vínculo, quedando a salvo para el trabajador la respectiva indemnización o el reintegro, sin embargo ello no es lo que se debate en el presente proceso.  

Así las cosas, obligatorio es concluir que la sentencia de primera sede se ajusta a derecho y por eso debe ser confirmada íntegramente.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia que por vía de apelación se ha revisado. 

Costas en esta sede no se causaron.
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Los Magistrados
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